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una	 transferencia	 real	 de	 competencias	 desde	 el	 Gobierno	 Central	 a	 los	 Gobiernos	








Sin	embargo,	 la	 intensidad	de	 la	descentralización	no	ha	sido	 la	misma	a	 lo	 largo	del	
tiempo.	 En	 la	 primera	 etapa	 del	 sistema,	 entre	 1978	 y	 1982	 se	 asistió	 a	 un	 fuerte	
traspaso	 de	 competencias	 en	 la	 	 medida	 en	 que	 se	 iban	 aprobando	 los	 distintos	
estatutos	de	autonomía.	Posteriormente,	hasta	el	año	1997	 las	transferencias	 fueron	
más	 lentas,	 incrementando	claramente	su	 intensidad	entre	 los	años	1997	y	2003.	Es,	
en	 este	 periodo	 de	 tiempo,	 cuando	 10	 Comunidades	 Autónomas	 asumen	 tanto	 las	
competencias	 en	 educación,	 5.600	millones	 de	 euros,	 como	 las	 de	 sanidad,	más	 de	
9.800	millones	de	 euros	 y	 servicios	 sociales	 360	millones	de	 euros.	Después	de	 este	
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gran	 salto	 volvemos	 a	 una	 época	 de	 traspasos	 más	 moderados	 (justicia,	 políticas	
activas	de	empleo,	etc).	
Esta	 diferencia	 en	 el	 ritmo	 de	 asunción	 de	 las	 competencias	 por	 parte	 de	 las	
Comunidades	 Autónomas,	 hace	 que	 nuestro	 sistema	 de	 descentralización	 sea	 muy	
diverso	 a	 lo	 largo	 del	 tiempo.	 Así,	 durante	 años	 han	 convivido	 Comunidades	
Autónomas	 (constituidas	 al	 amparo	 del	 artículo	 151	 de	 la	 Constitución)	 con	
competencias	 en	 sanidad	 y	 educación	 	 con	 otras	 (constituidas	 en	 virtud	 del	 artículo	
143	de	la	Constitución)	que	solo	accedían	a	las	llamadas	competencias	comunes.	Estas	
distintas	competencias	han	generado,	a	su	vez,	diferencias	en	la	financiación	durante	
gran	parte	de	 la	vigencia	del	sistema	de	 financiación	autonómico.	Son	 los	últimos	15	






Cada	 vez	 que	 el	 Estado	 se	 plantea	 transferir	 una	 competencia	 a	 todas	 o	 a	 alguna	
Comunidad	Autónoma,	evalúa	el	importe	que	le	cuesta	prestar	ese	servicio.	Ese	coste	
se	 convierte	 en	 el	 importe	 que	 el	 Estado	 	 transfiere	 a	 la	 Comunidad	 para	 que	 siga	
prestando	el	servicio	en	las	mismas	condiciones.	
Puede	 que	 esta	 no	 sea	 la	 mejor	 forma	 de	 evaluar	 las	 necesidades	 de	 gasto	 de	 las	
comunidades	autónomas,	pero	sirve	para	financiar	la	oferta	de	servicios	públicos	que	
cada	 comunidad	 recibe	del	 Estado	en	 cada	momento.	Así,	 la	oferta	 regionalizada	de	
servicios	públicos	que	el	Estado	mantenía	se	convierte,	 inevitablemente,	en	el	punto	












Hemos	 ido	 evolucionando	 de	 un	 periodo	 transitorio	 de	 financiación	 en	 el	 que	 los	
recursos	 se	 asignaban	 a	 las	 comunidades	 autónomas	 solo	 en	 función	 del	 coste	
efectivo,	 	 al	 actual	 sistema	en	 el	 que	 la	 población	 ajustada	 incluye	 siete	 indicadores	
diferentes	 de	 necesidad	 de	 gasto,	 uno	 de	 los	 cuales	 se	 desagrega	 a	 su	 vez	 en	 otras	
siete	categorías.	
Las	 necesidades	 de	 gasto	 dependen,	 básicamente,	 de	 dos	 elementos:	 el	 número	 de	
usuarios	de	los	diferentes	servicios	y	el	coste	unitario	de	prestación	de	los	mismos.	
Dentro	 del	 primer	 elemento,	 influye	 claramente	 la	 población	 ya	 que	 cualquier	
ciudadano	puede	ser	usuario	potencial	de	cualquier	 servicio	público.	No	obstante,	 la	
completa	 equiparación	 del	 concepto	 de	 ciudadano	 y	 usuario	 del	 servicio	 no	 parece	
correcta.	Primero	porque	no	todos	los	ciudadanos	utilizan	los	servicios	públicos	con	la	
misma	 frecuencia	 e	 intensidad,	 y	 segundo,	 porque	 existen	 en	 cada	 Comunidad	
Autónoma	un	número	de	personas	que,	sin	estar	registradas	oficialmente,	residen	en	
cada	 uno	 de	 los	 territorios	 autonómicos	 y,	 por	 consiguiente,	 son	 generadoras	 de	














La	 existencia	 de	 economías	 de	 escala	 evidencia	 la	 imposibilidad	 de	 formular	 una	





economías	 de	 escala.	 Cuando	 los	 servicios	 están	 centralizados	 se	 ven	 igualmente	




La	 obligación	 de	 mantener	 un	 determinado	 nivel	 de	 oferta	 e	 infraestructuras	 es,	
precisamente,	una	característica	básica	de	algunos	de	 los	bienes	 	y	servicios	públicos	
incluidos	 en	 el	 Estado	 de	 Bienestar	 y	 que	 ahora	 son	 suministrados	 por	 las	
Comunidades	Autónomas.	
De	 hecho	 la	 prestación	 de	 algunos	 servicios	 sanitarios,	 tales	 como	 la	 atención	
hospitalaria	 y	 la	 atención	 especializada,	 requieren	 de	 altas	 inversiones	 en	
infraestructuras	 y	 equipos,	 así	 como	 el	 mantenimiento	 de	 amplias	 dotaciones	 de	
personal	 en	 gran	 parte	 especializado.	 La	 obligada	 referencia,	 de	 nuestro	 sistema	 de	
financiación,	a	las	Comunidades	Autónomas	impide	detectar	los	efectos	generados	por	
servicios	 sanitarios	 localizados	 en	 un	 determinado	 territorio,	 pero	 que	 tienen	 un	
ámbito	de	 influencia	 superior	 al	 de	una	Comunidad1.	 Estos	 altos	 costes	 fijos	pueden	
generar	economías	de	escala	que	muchas	comunidades	no	llegan	a	aprovechar	debido	
a	su	tamaño	poblacional.	Diversos	estudios	2	señalan	la	falta	de	economías	de	escala,	










En	 otras	 ocasiones	 los	 costes	 fijos	 derivan	 de	 la	 asunción	 de	 unas	 competencias,	 en	
sanidad,	educación,	servicios	sociales,	etc,	con	un	alto	componente	en	infraestructuras	
y	personal	que	tienen	que	seguir	manteniendo,	dada	la	rigidez	de	este	gasto	público.	
Así,	 algunos	 de	 los	 servicios	 más	 importantes	 que	 prestan	 las	 CC.AA.,	 no	 tienen	 la	
capacidad	de	adaptarse	inmediatamente	a	las	exigencias	de	la	demanda	debido	a	esos	
altos	costes	fijos	necesarios	para		mantener	su	oferta.	
Es	 fácil	pensar	que	cuanto	mayor	es	 la	población,	mayores	serán	 los	costes	variables	
derivados	 de	 la	 prestación	 de	 servicios	 públicos	 fundamentales	 como	 sanidad,	
educación	 e	 incuso	 servicios	 sociales.	 Sin	 embargo,	 no	 parece	 tan	 posible	 adaptar	
inmediatamente	 la	 oferta	 de	 estos	 servicios	 a	 una	 reducción	 de	 población.	 Existen	
unas	 infraestructuras	 físicas	 y	 unas	 dotaciones	 de	 personal	 que	 son	muy	 difíciles	 de	
reducir	y,	por	tanto,	hay	que	seguir	manteniendo	y	adaptando	de	manera	paulatina	a	
las	nuevas	condiciones	de	la	demanda.	
A	 lo	 largo	de	 la	 vida	del	 Sistema	de	Financiación	Autonómico,	 la	mayor	parte	de	 los	
indicadores	de	necesidad	de	gasto	han	sido	de	carácter	poblacional.	En	el	quinquenio	







de	 los	 ciudadanos,	 no	 se	 ha	hecho	 lo	mismo	a	 la	 hora	de	determinar	 aquellas	 otras	
variables	que	identifican	los	costes	necesarios	para	mantener	una	determinada	oferta	





particulares	 de	 cada	 comunidad	 autónoma	 y	 de	 cómo	 estuvieran	 organizados	 los	
servicios	públicos	con	anterioridad	a	su	transferencia.			
Es	 cierto	 que,	 en	 el	 SFA,	 se	 ha	 trabajado	 con	 el	 concepto	 de	 costes	 fijos	 y	 que	 en	
determinadas	 ocasiones	 se	 ha	 intentado	 compensarlos,	 sobre	 todo	 en	 el	 periodo	
transitorio	 y	 en	el	 sistema	de	2002	a	2009,	 pero	 se	 asimilaban	más	 a	 	 los	 gastos	de	
autogobierno	 que	 tiene	 toda	 comunidad	 y	 que	 son	 independientes	 de	 su	 tamaño	
poblacional.	
Por	 término	medio	 las	 Comunidades	 Autónomas	 dedican	 en	 torno	 a	 un	 83%4	 de	 su	
gasto	a	prestar	los	servicios	públicos	fundamentales	de	Sanidad,	Educación	y	Servicios	







servicios	 públicos:	 educación,	 sanidad	 y	 servicios	 sociales.	 A	 la	 hora	 de	 hacer	 estas	
transferencias	 se	 calcularon	 los	 costes	efectivos	en	un	año	base	y	ese	valor	 se	 toma	
como	restricción	inicial	o	Statu	Quo	que	el	Estado	debe	financiar.	
El	cuadro	Nº	1,	recoge	el	reparto	de	esa	restricción	inicial	del	año	1999,	entre	todas	las	
comunidades	 autónomas	 que	 reciben	 las	 competencias.	 Es	 decir,	 en	 qué	 porcentaje	


















Fuente:	 Elaboración	 propia	 a	 partir	 de	 datos	 del	 Ministerio	 de	 Hacienda	 y	 Función	
Pública	sobre	financiación	autonómica.	
	
Si	 comparamos	 la	 participación	 en	 el	 coste	 de	 cada	 Comunidad	 Autónoma	 con	 su	
participación	 en	 la	 población	 o	 en	 la	 población	 ajustada	 vemos	 como	 hay	 6	
Comunidades	(Asturias,	Cantabria,	La	Rioja,	Murcia,	Aragón	y	Extremadura)	en	las	que	
su	participación	en	el	coste	efectivo	supera	a	su	participación	en	 la	población	y	en	 la	
población	 ajustada.	 Si	 los	 recursos	 que	 llegaron	 a	 estas	 comunidades	 se	 hubiesen	
repartido	 en	 función	 de	 la	 población	 o	 de	 la	 población	 ajustada,	 hubiesen	 recibido	







vez	 que	 se	 han	 transferido	 competencias	 o	 se	 ha	 modificado	 un	 sistema	 de	
(1) (2) (3) (4) (5) (6)
  Asturias 6,96  7,80  6,88  7,47  7,02  7,12  
  Cantabria 3,68  3,87  3,58  3,80  3,42  3,38  
  La Rioja 1,95  1,68  2,95  1,81  1,72  1,73  
  Murcia 8,42  7,25  5,39  7,63  7,32  7,19  
  Aragón 8,15  8,47  10,35  8,40  7,68  8,07  
  Castilla-La Mancha 12,46  10,83  12,93  11,47  11,17  12,13  
  Extremadura 8,02  7,06  7,49  7,42  6,95  7,36  
  Baleares 4,88  4,60  4,40  4,70  5,32  5,43  
  Madrid 27,72  32,13  23,50  30,32  33,30  30,62  
  Castilla y León 17,75  16,30  22,51  16,98  16,10  16,98  
Tota general 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 
* Coste efectivo de las competencias o restricción inicial
** Población ajustada con el criterio del modelo 2009
COMPETENCIAS 
S. SOCIALES *  
TOTAL 







EDUCACIÓN *  
COMPETENCIAS 
SANIDAD *  
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financiación	 el	 mantenimiento	 del	 Statu	 Quo	 ha	 permitido	 que	 ninguna	 comunidad	
autónoma	 perdiese	 en	 términos	 absolutos,	 ya	 que	 el	 Estado	 garantizaba	 que	 los	
servicios	 se	 siguiesen	 prestando,	 al	 menos,	 al	 mismo	 nivel	 anterior	 al	 cambio	 del	
sistema	o	de	la	transferencia	de	la	competencia.	
Cada	cambio	del	sistema	de	financiación	ha	permitido	que	aquellas	comunidades	que	
ganaban	 población	 y	 esta	 ganancia	 se	 reflejaba	 en	 sus	 variables	 de	 necesidades	 de	
gasto,	 se	 beneficiasen	 de	 mayores	 recursos,	 mientras	 que	 las	 comunidades	 que	 no	
ganaban	 tanta	 población,	 o	 incluso	 	 la	 perdían,	 no	 se	 viesen	 afectadas	 por	 esta	
pérdida.	 Es	 decir,	 pudiesen	 seguir	 prestando	 sus	 servicios	 y	 manteniendo	 su	 oferta	
aunque	su	demanda	se	viese	reducida.	
Las	 competencias	 de	 sanidad	 y	 servicios	 sociales	 se	 transfieren	 en	 2002	 a	 10	
Comunidades	 Autónomas	 a	 la	 vez	 que	 se	 modifica	 el	 sistema	 de	 financiación	 y	 las	
variables	que	van	a	determinar	las	necesidades	de	gasto	a	partir	de	ese	momento.	Así	
en	Sanidad	se	 toman	como	variables	 la	población	protegida	con	un	peso	del	75%,	 la	
población	 mayor	 de	 65	 años	 con	 un	 peso	 del	 24,5	 %	 y	 la	 insularidad	 con	 0,5%	 de	




tanto	 las	 que	 acceden	 a	 esas	 nuevas	 competencias	 como	 las	 que	 ya	 las	 tenían	
transferidas	desde	hacía	un	tiempo.		
En	el	cuadro	se	puede	apreciar	como	la	aplicación	del	nuevo	sistema	supone	que	 las	
comunidades	 cuyo	 coste	 efectivo	 es	 superior	 a	 la	 financiación	 que	 les	 toca	 por	






















ganan	 participación	 en	 los	 recursos	 finales.	 En	 ambos	 casos,	 la	 participación	 en	 la	
financiación	una	vez	aplicado	el		nuevo	sistema	se	acerca	más	a	la	participación	en	la	
población	ajustada.	
En	 la	 columna	 9	 calculamos	 la	 participación	 de	 cada	 comunidad	 en	 el	 gasto	 no	












Total por el 
Sistema
% sobre 
el total Criterio Ganancia 
% sobre el 
total
% sobre el 
total
(1) (2) (3) (4) (5) (6) (7)=(4)-(1) (8) (9)
Andalucía 4.445,67 19,29 4.279,25 4.445,67 18,97 Statu Quo 0,00 19,29 18,62
Aragón 795,82 3,45 775,29 795,82 3,40 Statu Quo 0,00 3,35 3,54
Asturias 732,35 3,18 717,07 732,35 3,12 Statu Quo 0,00 2,96 3,04
Baleares 432,28 1,88 521,75 521,75 2,23 Variables 89,47 2,25 2,09
Canarias 992,83 4,31 1.044,40 1.044,40 4,46 Variables 51,57 4,65 4,90
Cantabria 363,80 1,58 336,23 363,80 1,55 Statu Quo 0,00 1,40 1,76
Castilla y León 1.530,67 6,64 1.624,04 1.624,04 6,93 Variables 93,38 7,05 6,64
Castilla-La Mancha 1.017,00 4,41 1.104,40 1.104,40 4,71 Variables 87,40 5,03 4,82
Cataluña 4.013,85 17,41 3.902,77 4.013,85 17,13 Statu Quo 0,00 16,30 16,67
Extremadura 662,56 2,87 668,30 668,30 2,85 Variables 5,74 3,05 3,01
Galicia 1.709,11 7,41 1.751,97 1.751,97 7,48 Variables 42,86 7,59 7,17
Madrid 3.017,02 13,09 3.019,63 3.019,63 12,88 Variables 2,61 12,71 12,82
Murcia 680,74 2,95 662,18 680,74 2,90 Statu Quo 0,00 2,98 3,02
La Rioja 158,12 0,69 169,05 169,05 0,72 Variables 10,93 0,72 0,84
Valencia 2.499,58 10,84 2.500,01 2.500,01 10,67 Variables 0,43 10,64 11,06
TOTAL 23.051,38 100,00 23.076,34 23.435,77 100,00 384,39 100,00 100,00
* Población ajustada con el criterio del modelo 2009
Comunidades Autónomas
Liquidación del INSALUD 
en 1999






realizó	 en	 realidad	 en	 dos	 años	 y	 es,	 2003,	 el	 que	 mejor	 refleja	 ese	 gasto	 una	 vez	
transferido.	























Total por el 
Sistema
% sobre 
el total Criterio Ganancia 
% sobre el 
total
(1) (2) (3) (4) (5) (6) (7)=(4)-(1) (8)
Andalucía 107,19 14,61 125,61 125,61 15,73 Variables 18,42 19,29
Aragón 37,91 5,17 30,65 37,91 4,75 Statu Quo 0,00 3,35
Asturias 25,21 3,44 27,66 27,66 3,46 Variables 2,45 2,96
Baleares 16,13 2,20 14,91 16,13 2,02 Statu Quo 0,00 2,25
Canarias 20,32 2,77 23,46 23,46 2,94 Variables 3,14 4,65
Cantabria 13,13 1,79 12,01 13,13 1,64 Statu Quo 0,00 1,40
Castilla y León 82,46 11,24 65,86 82,46 10,33 Statu Quo 0,00 7,05
Castilla-La Mancha 47,36 6,45 41,20 47,36 5,93 Statu Quo 0,00 5,03
Cataluña 109,66 14,94 129,26 129,26 16,19 Variables 19,60 16,30
Extremadura 27,44 3,74 23,98 27,44 3,44 Statu Quo 0,00 3,05
Galicia 65,76 8,96 65,67 65,76 8,24 Statu Quo 0,00 7,59
Madrid 86,09 11,73 91,13 91,13 11,41 Variables 5,04 12,71
Murcia 19,75 2,69 19,63 19,75 2,47 Statu Quo 0,00 2,98
La Rioja 10,80 1,47 6,20 10,80 1,35 Statu Quo 0,00 0,72
Valencia 64,58 8,80 80,52 80,52 10,09 Variables 15,94 10,64
TOTAL 733,80 100,00 757,76 798,39 100,00 64,59 100,00
* Población ajustada con el criterio del modelo 2009
Comunidades Autónomas
Liquidación del INSERSO 
en 1999




El	 cuadro	Nº	3	 recoge,	 para	 servicios	 sociales,	 las	 consecuencias	de	 la	 aplicación	del	
modelo	del	año	2002	para	el	conjunto	de	Comunidades	Autónomas.	
Volvemos	 a	 ver	 como	 la	 aplicación	 del	 nuevo	 sistema	 supone	 que	 las	 comunidades	
cuyo	 coste	 efectivo	 es	 superior	 a	 la	 financiación	 que	 les	 toca	 por	 variables	 de	
necesidades	de	gasto	reciben	los	recursos	necesarios	para	respetar	su	Statu	Quo	y	las	





Todas	 las	 comunidades	 que	 conservan	 su	 Statu	 Quo	 pierden	 participación	 en	 los	














es	 que,	 por	 primera	 vez,	 una	 parte	 de	 los	 recursos	 que	 reciben	 las	 Comunidades	




















De	haberse	aplicado	 la	 cláusula	de	Statu	Quo,	11	 comunidades	autónomas	hubiesen	
recibido	 sus	 recursos	 condicionados	 por	 este	 criterio	 y	 	 las	 4	 restantes	 ganarían	
financiación	 por	 la	 evolución	 de	 sus	 variables.	 La	 ganancia	 de	 recursos	 para	 esas	
comunidades	hubiese	supuesto	1.400	millones	de	euros	a	cargo	del	Estado,	apenas	un	
(1) (2) (3) (4) (5) (6) (7)
Cataluña 18,39  18,09 Statu Quo 16,87 18,71 0,49  18,80  
Galicia 6,93  6,81 Statu Quo 6,78 6,89 -1,36  6,79  
Andalucía 18,02  17,72 Statu Quo 18,66 18,04 0,08  18,30  
Principado de Asturias 2,75  2,70 Statu Quo 2,57 2,67 -1,70  2,88  
Cantabria 1,69  1,67 Statu Quo 1,34 1,75 0,29  1,58  
La Rioja 0,85  0,84 Statu Quo 0,74 0,89 0,09  0,81  
Región de Murcia 2,89  2,99 Variables 3,23 2,93 1,31  3,04  
C. Valenciana 10,02  10,76 Variables 11,42 9,96 -3,48  9,70  
Aragón 3,45  3,40 Statu Quo 3,23 3,46 -0,91  3,46  
Castilla-La Mancha 4,75  4,67 Statu Quo 5,02 4,78 -2,37  5,43  
Canarias 4,19  4,12 Statu Quo 4,97 4,23 -2,14  5,07  
Extremadura 2,81  2,76 Statu Quo 2,67 2,79 -1,82  3,10  
Illes Balears 2,08  2,51 Variables 2,50 2,05 -0,04  2,38  
Madrid 14,64  14,55 Variables 13,73 14,46 3,57  12,38  
Castilla y León 6,54  6,43 Statu Quo 6,28 6,39 -2,81  6,28  
Total CC.AA. 100,00 100,00 100,00 100,00 -0,38  100,00
FINANCIACIÓN 



































determinaron	 sumando	 al	 Statu	 Quo	 unos	 recursos	 adicionales	 desigualmente	
repartidos	entre	las	CC.AA.		
La	Columna	5	recoge	la	participación	de	cada	comunidad	en	las	necesidades	globales	
de	 financiación	 que	 han	 determinado	 la	 evolución	 final	 del	 modelo	 2009.	 Si	
comparamos	esta	columna	con	la	1	podemos	ver	como	hay	7	comunidades,	Cataluña,	
Andalucía,	Cantabria,	La	Rioja,	Aragón,	Castilla-La	Mancha	y	Canarias,	 	que	refuerzan	
su	 punto	 de	 partida	 en	 las	 necesidades	 globales	 de	 financiación,	 es	 decir,	 ganan	
participación	tanto	con	respecto	al	Statu	Quo	como	con	respecto	a	la	financiación	que	
hubiesen	 conseguido	 aplicando	 esta	 regla.	 	 Otras	 6	 comunidades,	 Asturias,	 Murcia,	
Valencia,	Baleares,	Madrid	 y	Castilla-León,	 	 claramente	pierden	posiciones	 tanto	 con	
respecto	 al	 Statu	Quo	 como	 al	 resultado	 del	 reparto	 por	 este	 criterio.	 Finalmente	 2	
comunidades,	 Galicia	 y	 Extremadura,	 pierden	 posiciones	 con	 respecto	 al	 Statu	 Quo	
pero	 ganan	 con	 respecto	 al	 reparto	 que	 les	 hubiese	 correspondido	 al	 aplicar	 la	







las	 necesidades	 de	 gasto	 reales	 podía	 beneficiar,	 a	 lo	 largo	 del	 tiempo,	 la	 toma	 de	
posiciones	 por	 parte	 de	 aquellas	 comunidades	 con	 crecimientos	 poblacionales,	 sin	
embargo,	tanto	la	población	ajustada	como	la	población	real	se	ha	reducido	un	0,38%	
entre	2009	y	2015	y	en	algunas	comunidades	esta	reducción	es	más	evidente.	
Así,	 por	 ejemplo,	 Valencia	 tiene	 una	 pérdida	 de	 población	 ajustada	 de	 un	 3,48%	 en	
esos	años,	por	lo	que	sus	necesidades	de	gasto	relativas	se	reducen	por	encima	de	la	
media	y	va	perdiendo	posiciones,	sin	que		se	beneficie	de	esa	actualización	anual	de	la	
población	 y	 las	 necesidades.	 Las	 demás	 comunidades	 que	 reciben	 sus	 recursos	 por	
variables	 y	 que	 tiene	 crecimientos	 de	 su	 población	 ajustada	 superiores	 a	 la	 media	
tendrían	que	ganar	posiciones	en	su	financiación	per	cápita.	
En	la	columna	7	se	calcula	la	participación	de	cada	comunidad	en	el	gasto	no	financiero	
real	 de	 todas	 las	 CC.AA.	 en	 el	 año	 2009.	 Con	 independencia	 de	 su	mayor	 o	menor	
disciplina	 presupuestaria	 se	 comprueba	 que	 todas	 las	 CC.AA.	 (menos	 Andalucía)	 a	
quienes	se	les	hubiese	aplicado	la	regla	de	Statu	Quo	participan	en	el	gasto	en	mayor	
medida	que	en	la	población,	por	lo	que	si	su	financiación	por	población	ajustada	sale	
por	encima	de	 la	media	es	porque	 lo	emplean	en	gasto.	Por	contra	 las	Comunidades	
que	evolucionan	por	variables	tienen	un	gasto	inferior	a	su	participación	poblacional,	






















En	este	 cuadro	 se	 recogen,	en	porcentaje	del	 total,	 el	punto	de	partida	o	Statu	Quo	
(columna	 1)	 las	 cantidades	 que	 corresponderían	 a	 cada	 comunidad	 si	 en	 el	 nuevo	
modelo	 que	 propone	 el	 autor	 se	 respetase	 la	 regla	 de	 mantener	 el	 Statu	 Quo	
(columnas	 3	 y	 4)	 y	 la	 participación	 de	 cada	 comunidad	 en	 la	 población	 ajustada	
(columna	5)	de	acuerdo	con	 las	nuevas	variables	que	se	proponen.	En	 las	cantidades	
que	 corresponderían	 a	 cada	 comunidad	 se	 hacen	 dos	 supuestos	 que	 atienden	 a	
criterios	de	asignación	diferentes	del	Fondo	de	Nivelación.		





(1) (2) (3) (4) (5) (6)
Cataluña 16,59  Variables 16,59  16,18  17,01  19,19  
Galicia 6,96  Statu Quo 6,77  6,78  6,71  6,65  
Andalucía 18,15  Variables 17,86  18,17  18,74  17,77  
Principado de Asturias 2,67  Statu Quo 2,59  2,60  2,54  2,71  
Cantabria 1,67  Statu Quo 1,63  1,63  1,35  1,59  
La Rioja 0,91  Statu Quo 0,88  0,88  0,75  0,85  
Región de Murcia 3,13  Variables 3,16  3,21  3,29  3,30  
C. Valenciana 10,16  Variables 10,59  10,58  11,06  10,76  
Aragón 3,40  Statu Quo 3,31  3,31  3,21  3,55  
Castilla-La Mancha 4,95  Statu Quo 4,82  4,83  4,92  4,71  
Canarias 5,11  Variables 5,04  5,03  4,89  4,87  
Extremadura 3,02  Statu Quo 2,94  2,94  2,63  3,16  
Illes Balears 2,67  Statu Quo 2,60  2,61  2,51  2,60  
Madrid 14,04  Variables 14,82  14,84  14,27  12,15  
Castilla y León 6,56  Statu Quo 6,39  6,40  6,12  6,14  
Total CC.AA. 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00
MANTE. 
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Comparando	 la	 columna	 1	 con	 la	 3	 y	 4,	 volvemos	 a	 comprobar	 como	 todas	 las	
Comunidades	que	 reciben	 sus	 recursos	 en	 función	del	 criterio	de	 Statu	Quo	pierden	
peso	en	la	nueva	asignación	con	independencia	del	criterio	que	se	utilice	para	el	Fondo	
de	Nivelación.	Las	comunidades	que	reciben	su	financiación	en	función	de	la	evolución	
de	sus	variables,	en	general	ganan	 	posiciones	en	el	 reparto	 final	aunque	en	algunas	
ocasiones	depende	del	criterio	que	se	utilice	para	asignar	el	Fondo	de	Nivelación.	
La	 aplicación	 de	 la	 regla	 de	 Statu	 Quo,	 permite	 que	 todas	 las	 CC.AA.	mantengan	 la	
prestación	 de	 sus	 servicios	 facilitando	 que,	 aquellas	 en	 las	 que	 predomina	 el	 coste	











• Siete	 comunidades	 (Asturias,	 Aragón,	 Cantabria,	 Castilla-La	Mancha,	 Castilla-
León,	Extremadura	y	La	Rioja)	repiten	sistemáticamente	en	la	aplicación	de	la	
regla	de	Statu	Quo	en	cualquiera	de	los	cambios	del	sistema	y,	sobre	todo	en	el	
traspaso	 de	 las	 principales	 competencias	 (educación,	 sanidad	 y	 servicios	
sociales).	Estas	comunidades	mantiene	unas	características	comunes	de	menor	




Mancha)	 mantiene	 una	 	 diferencia	 entre	 sus	 competencias	 y	 su	 población	
ajustada	en	el	momento	de	las	transferencias	de	educación,	sanidad	y	servicios	
sociales	 y	 siguen	 manteniéndola	 a	 lo	 largo	 del	 tiempo,	 diferencia	 que	 se	
aprecia	también	en	el	gasto	real	que	dedican	a	esas	funciones.		
• Otras	3	comunidades	(Andalucía,	Cataluña	y	Galicia),	necesitan	aplicar,	o	no,	la	
regla	 de	 Statu	Quo	dependiendo	de	 las	 variables	 que	 se	 incluyan	dentro	 del	
nuevo	sistema	y	de	si	reflejan	mejor	o	peor	sus	necesidades	de	gasto,	pero	no	
mantienen	 esas	 	 características	 comunes	 al	 grupo	 anterior,	 ni	 ese	 rasgo	




que	 circunstancialmente	 se	 les	 aplica	 el	 criterio	 de	 Statu	 Quo,	 como	
consecuencia	de	la	modificación	de	las	variables	o	ponderaciones.	










Estas	 diferencias	 de	 coste	 son	más	 evidentes	 en	 el	 caso	 de	 las	 7	 comunidades	 que	
mantienen	 su	 posición	 de	 Statu	Quo	 sistema	 tras	 sistema.	 Diferencias	 en	 coste	 que	
llevan	 también	 a	 unas	 diferencias	 en	 el	 gasto	 per	 cápita,	 o	 por	 población	 ajustada,	










Uno	de	 los	principales	 	defectos	que	se	 le	achaca	a	 la	utilización	de	 la	regla	de	Statu	
Quo	es	que	genera	unas	grandes	diferencias	de	financiación	per	cápita	o	por	población	
ajustada.	Pero	en	realidad	estas	desigualdades	recogen,	en	gran	parte,	una	diferencia	
en	 el	 coste	 de	 prestación	 de	 los	 servicios	 que	 aún	 no	 se	 incluye	 en	 las	 variables	 de	
necesidades	de	gasto.	
Hemos	 visto	 como	 el	 mantenimiento	 del	 Statu	 Quo	 ha	 facilitado	 que	 muchas	
comunidades	 puedan	 seguir	 prestando	 unos	 servicios	 con	 una	 determinada	 oferta	
aunque	 su	 población	 se	 reduzca	 o	 aunque	 	 varíe	 la	 distribución	 de	 sus	 variables	










el	 que	 se	 produce	 una	 fuerte	 reordenación	 de	 los	 gobiernos	 regionales	 como	
consecuencia	de	esa	nivelación.	La	alta	ponderación	que	tiene	los	Territorios	frente	a	
los	demás	estados	provoca	que		alguno	de	ellos	pase	de	la	última	posición	en	términos	











En	 cuanto	 	 a	 los	 países,	 con	 tres	 niveles	 de	 gobierno,	 	 que	 presentan	 mayor	










% del PIB % del gasto pl.





















(1) (2) (3) (4) (5) (6) (7) (8) (9)
Paises Federales o Regionales
Australia 0,49 1,41 6,87 16,80 103,80 79,80 0,00 100,00 100,00
Austria 3,77 7,57 39,72 4,20 106,90 93,20
Canadá 1,00 2,50 32,99 29,80 177,10 75,00 20,10 156,90 92,90
Alemania (2005) 1,97 4,21 22,24 13,00 116,50 67,00 2,70 104,50 97,40
Italia 3,00 6,33 55,00 39,00 146,00 24,00 6,00 115,00 89,00
España 2,97 7,65 60,99 26,50 142,20 67,20 10,10 117,40 83,70
Suiza 3,00 8,17 62,96 31,80 173,00 46,00 23,20 159,00 64,00
Países Unitarios
Dinamarca 2,81 5,13 23,26 16,00 134,00 62,00 6,00 175,40 86,40
Finlandia 3,79 7,42 70,01 17,70 143,00 78,80 4,20 104,80 95,30
Noruega 0,54 1,18 11,01 23,00 142,00 64,00 8,00 118,00 93,00
Portugal 1,85 4,05 63,15 90,00 331,00 26,00 28,00 138,00 65,00
Suecia 2,61 4,61 54,79 10,00 118,00 84,00 0,00 103,00 91,00
Turquia 1,09 n.d. 21,10 39,00 130,00 2,00 14,00 107,00 64,00
MEDIA 2,26 4,75 43,33 29,90 156,90 56,40 9,70 123,50 85,80
Paises
 Volumen de las transferencias  de 
nivelación Disparidad Fiscal antes de la nivelación











también,	 considerables	 diferencias	 después	 de	 la	 nivelación.	 En	 el	 ámbito	 local	 se	
tiende	más	a	la	nivelación	vertical	que	horizontal.	








A	 modo	 de	 resumen	 podemos	 decir	 que	 la	 nivelación	 total	 de	 los	 recursos	 en	 los	
gobiernos	subcentrales	no	parece	ser	una	gran	prioridad	de	 los	países	de	 la	OCDE	ya	
que	se	mantienen	bastantes	disparidades	entre	las	regiones	mejor	y	peor	financiadas.		
En	 algunos	 casos	 las	 disparidades	 son	 consecuencia	 de	 que	 se	 utilizan	 sistemas	 de	
nivelación	basados	en	los	ingresos	que	dejan	un	margen	a	la	distinta	capacidad	fiscal	y,	
en	otros	casos,	las	disparidades		se	generan	porque	los	sistemas	de	nivelación	atienden	
a	 diferentes	 costes	 en	 la	 prestación	 de	 los	 servicios	 que	 no	 se	 recogen	 en	 la	
necesidades	de	gasto.	
La	 utilización	 en	 España	 de	 la	 cláusula	 de	 Statu	 Quo	 ha	 permitido	 un	 progresivo	
traspaso	de	 competencias	 a	 las	Comunidades	Autónomas	 suministrándoles,	 a	 la	 vez,	











Las	 comunidades	 en	 las	 que	 sistemáticamente	 se	ha	 aplicado	 la	 regla	 de	 Statu	Quo,	
modelo	tras	modelo,	mantienen	una	mayor	participación	en	el	coste	de	prestación	de	
sus	 servicios	 que	 en	 su	 población	 ajustada.	 Es	 decir,	 tienen	 unos	 servicios	 públicos,	
sobre	 todo	 en	 sanidad,	 educación	 y	 servicios	 sociales,	 cuya	 dimensión	 en	 coste	 es	
superior	a	sus	necesidades	de	gasto.	Esta	mayor	dimensión	puede	venir	determinada	
por	 unos	 costes	 fijos	 que,	 hasta	 ahora,	 no	 se	 han	 recogido	 en	 las	 variables	 que	 se	
utilizan	para	 identificar	estas	necesidades.	 Estos	 costes	 fijos	derivados	de	una	oferta	
diferente	generan	un	mayor	coste	unitario	que	no	tiene	por	qué	ser	el	mismo	en	todas	
las	comunidades	ni	suponer	el	mismo	porcentaje	sobre	su	gasto	o	sobre	sus	ingresos.	
Mientras	 estos	 costes	 persistan	 y	 no	 se	 recojan	 en	 las	 variables	 de	 necesidades	 de	
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La	 Constitución	 Española	 (CE)	 de	 1978,	 de	 la	 que	 pronto	 se	 celebrará	 su	 cuarenta	




amplia	 descentralización	 del	 gasto,	 en	 correspondencia	 con	 el	 nuevo	 modelo	 de	
descentralización	del	Sector	Público.		La	financiación	de	las	competencias	transferidas	
se	 llevó	 a	 cabo,	 durante	 la	 etapa	 inicial	 de	 los	 traspasos,	 mediante	 transferencias	
directas	 de	 la	 Administración	 central,	 complementadas	 posteriormente	 con	 tributos	
cedidos	(tributos	que	formaban	parte	anteriormente	del	cuadro	fiscal	de	 la	Hacienda	
Central	 y	 que	 fueron	 transferidos	 a	 la	 Hacienda	 Autonómica,	 en	 esa	 primera	 etapa	
únicamente	con	competencias	de	gestión).	
Posteriormente,	 en	 1986,	 finalizó	 el	 llamado	 “periodo	 provisional”	 y	 se	 negoció	 el	




















las	CC.AA	de	 régimen	común	que	 la	entrada	en	el	nuevo	 sistema	de	 financiación	no	




de	 variables	 que	 determinan	 las	 necesidades	 de	 gasto	 y	 el	 total	 de	 los	 recursos	 a	
percibir.	 Los	distintos	 instrumentos	de	 financiación	 (fundamentalmente,	 recaudación	
normativa	 de	 los	 tributos	 cedidos	 y	 transferencias	 de	 la	 Hacienda	 Central)	 son	 los	
encargados	de	garantizar	el	total	de	recursos	correspondientes	a	cada	Comunidad.			
Adicionalmente,	 el	 uso	 de	 la	 capacidad	 normativa	 sobre	 los	 tributos	 cedidos,	 las	
mejoras	 en	 la	 gestión	 tributaria	 (que	 hipotéticamente	 permiten	 obtener	 una	




El	 esquema	 anterior,	 que	 parece	 lógico	 en	 el	 contexto	 de	 un	 Sector	 Público	
descentralizado,	 resulta	 profundamente	 afectado	 por	 la	 cláusula	 del	 statu	 quo.	 	 En	
primer	 lugar,	 porque	 su	 inclusión	 hace	 que,	 repetidamente,	 se	 haya	 caído	 en	 la	
paradoja	 de	 que,	 en	 primer	 lugar,	 se	 acuerde	 un	método	 para	 la	 estimación	 de	 las	
necesidades	de	gasto	(las	variables	que	miden	las	necesidades	y	sus		ponderaciones)	y	
a	continuación	se	decida	no	aplicarlas	en	la	realidad,	dado	que	la	Hacienda	central,	que	





CPFF,	 junto	 a	 los	 representantes	 de	 la	Administración	Central,	 están	 lógicamente	más	 interesados	 en	





términos	 presupuestarios,	 sea	 estableciendo	 restricciones	 que	 lo	 que	 originan	 en	
última	 instancia	 es	 que	 las	 CC.AA	 que	 deberían	 obtener	 más	 recursos,	 se	 vean	





que	 este	 es	 el	 mejor	 de	 los	 mundos	 posibles	 y	 que	 como	 entre	 todos	 los	 mundos	
posibles	 este	 es	 sin	 duda	 el	 mejor,	 lo	 fundamental	 es	 	 mantener	 el	 statu	 quo	
financiero.	 Como	 las	 cosas	 suceden	 siempre	 por	 alguna	 causa,	 el	 objetivo	 de	 este	










llamado	 “periodo	 transitorio”	 y	 pactarse	 en	 el	 CPFF	 el	 primer	 acuerdo	 quinquenal	
sobre	el	SFA,	que	debía	regir	entre	1987-1991.	
Conviene	recordar	que	desde	principios	de	los	años	ochenta	del	siglo	pasado	había	ido	
produciéndose	 el	 traspaso	 de	 competencias	 de	 la	 Administración	 Central	 hacia	 las	
CC.AA.	Durante	ese	periodo	inicial,	por	aplicación	de	la	Disposición	Transitoria	Primera.	
Uno	 de	 la	 Ley	 Orgánica	 8/1980,	 de	 22	 de	 septiembre,	 de	 Financiación	 de	 las	
Comunidades	Autónomas	(LOFCA)	se	establecía,	respecto	a	cada	Comunidad,	que	“el	
Estado	 garantizará	 la	 financiación	 de	 los	 servicios	 transferidos	 a	 la	 misma	 con	 una	
30	
	
cantidad	 igual	 al	 coste	 efectivo	 del	 servicio	 en	 el	 territorio	 de	 la	 Comunidad	 en	 el	
momento	de	la	transferencia”	
Conviene	subrayar	que	dicha	garantía	estaba	previsto	que	regiría	hasta	que	se	hubiera	






de	 la	 cláusula	 del	 statu	 quo	 son	 la	 referencia	 al	 coste	 efectivo	 de	 los	 servicios	
transferidos	y	su	transitoriedad.	
Sobre	 el	 primer	 asunto,	 si	 nos	 situamos	 a	 finales	 de	 1986,	 la	 financiación	 de	 las	
competencias	comunes	transferidas	a	las	CC.AA	los	años	previos	era	el	coste	efectivo	
global	 pactado	 en	 las	 Comisiones	 Mixtas	 Estado-C.A,	 para	 cada	 una	 de	 las	




con	 los	 traspasos	 iniciales,	 las	 decisiones	 de	 las	 CC.AA	 sobre	 el	 servicio	 (mejora	 del	
catálogo	de	prestaciones,	 complementos	 salariales	autonómicos,	nuevas	 inversiones)	
no	habían	impactado	aún	sobre	el	gasto	de	las	competencias	asumidas	por	las	CC.AA.	
De	 acuerdo	 con	 lo	 anterior,	 en	 el	 documento	 que	 regulaba	 el	 SFA	 del	 primer	
quinquenio,	 se	 establecía	 que	 si	 el	 sistema	 definitivo	 pudiera	 aplicarse	 en	 1986,	











de	 las	 Comunidades	 Autónomas	 de	 régimen	 común	 y	 Ciudades	 con	 Estatuto	 de	
Autonomía	 (primer	 sistema	 de	 financiación	 sin	 vigencia	 determinada	 y	 de	 carácter	
global,	 al	 incorporar	 la	 financiación	 de	 la	 sanidad	 al	modelo	 general)	 	 y	 finalmente,	
respecto	al	sistema	actualmente	vigente9,	el	artículo	5.1	de	 la	Ley	22/2009,	de	18	de	





Dado	 que	 la	 cláusula	 de	 statu	 quo	 financiero	 es,	 esencialmente,	 el	 anclaje	 de	 la	




señalando	 que	 el	 artículo	 tercero	 de	 la	 LOFCA,	 en	 su	 redacción	 inicial	 de	 1980,	
encomendaba	 al	 CPFF,	 como	 órgano	 consultivo	 y	 de	 deliberación,	 la	 elaboración	 y	
revisión	del	método	utilizado	para	el	cálculo	de	los	costes	de	los	servicios	transferidos	
a	 las	CC.AA.	 	Como	aclaración	adicional,	 la	Disposición	Transitoria	Primera.	Dos	de	 la	
LOFCA	 añadía	 que	 el	método	 de	 cálculo	 tendría	 en	 cuenta	 tanto	 los	 costes	 directos	













un	 presupuesto	 por	 programas,	 que	 no	 estaban	 implantados	 en	 aquel	 momento	
(Lopez	Laborda	y	Monasterio,	2007,	pp.429-430).	
Por	 el	 papel	 central	 que	 ocupa	 el	 coste	 efectivo	 de	 los	 servicios	 transferidos,	 como	
referencia	última	que	es	legitimada	y	mantenida	en	el	tiempo	por	la	cláusula	del	statu	
quo,	 merece	 la	 pena	 analizar	 con	 más	 detenimiento	 su	 metodología	 y	 valorar	 sus	
consecuencias.	 En	 primer	 lugar,	 debe	 señalarse	 que	 la	 aprobación	 formal	 del	
documento	 detallado	 en	 el	 que	 se	 recoge	 la	 metodología	 para	 el	 cálculo	 del	 coste	














trabajo	 transferible,	 como	 coste	 directo	 o	 indirecto	 y	 el	 porcentaje	 de	 su	 carga	 de	
trabajo	 no	 transferible.	 El	 análisis	 detallado	 de	 la	 aplicación	 de	 la	 metodología	 del	
coste	efectivo	(CPFF,	1995;	pp.19-39)	y	sus	cuadros	de	desarrollo	muestra	que	este	es	
un	 aspecto	 central	 en	 la	 determinación	 del	 coste	 efectivo	 y	 que	 existe	 un	 amplio	




del	 coste	 efectivo,	 salvo	 para	 los	 traspasos	 posteriores	 a	 1996)	 de	 la	 inversión	 de	





determinara	 utilizando	 indicadores	 indirectos	 o	 en	 proporción	 a	 los	 costes	 directos	
totales	 del	 servicio	 en	dicha	Comunidad,	 (Ministerio	 de	Hacienda,	 1982;	 pp.35	 y	 59-
60).	
Como	 conclusión,	 el	 núcleo	 del	 coste	 efectivo	 son	 los	 costes	 de	 personal	 de	 las	
unidades	 periféricas	 de	 la	 Administración	 Central,	 que	 en	 el	 conjunto	 de	 traspasos	
realizados	hasta	finales	de	1984,	suponían	el	96,57%	del	total	transferido	por	personal	
y	gastos	de	funcionamiento	(Generalidad	de	Cataluña,	1985,	pag	41).	
Para	 la	 primera	 gran	 oleada	 de	 traspasos,	 los	 que	 se	 llevaron	 a	 cabo	 entre	 la	





















































Sin	 entrar	 aquí	 en	 un	 análisis	 pormenorizado	 	 del	 método	 del	 coste	 efectivo	 -	 que	
puede	verse	en	Monasterio	(2010;	pp.	30-45)	,	si	que	hay	que	mencionar	tres	defectos	
importantes,	 que	 hacen	 difícil	 aceptar	 el	 coste	 efectivo	 traspasado	 como	 una	
referencia	válida	a	respetar.	
1º)	 En	 primer	 lugar,	 como	 defecto	 principal,	 señalar	 que	 el	 coste	 efectivo	 pretendía	
medir	 el	 coste	 de	 la	 competencia,	 en	 una	 determinada	 Comunidad	 Autónoma,	 en	 el	
momento	del	traspaso.		Por	tanto,	debido	a	las	desigualdades	en	el	nivel	de	prestación	
de	servicios	que	existían	en	el	Estado	centralizado	anterior,	dos	CC.AA	que	recibían	la	
misma	 competencia	 en	 el	 mismo	 ejercicio	 no	 recibían	 necesariamente	 los	 mismos	
recursos	por	habitante	o	por	unidad	de	necesidad.	Las	carencias	o	desigualdades	en	la	
transferencia	inicial	no	resultaban	compensadas	por	ningún	mecanismo	del	sistema	de	
financiación	 general,	 sino	 que	 se	 han	 ido	 manteniendo	 en	 el	 tiempo,	 entre	 otros	
motivos	por	la	aplicación	de	la	cláusula	del	statu	quo.	Es	más,	como	acabamos	de	ver,	
quienes	 recibían	 un	 servicios	 en	 peores	 condiciones	 de	 prestación	 no	 sólo	 tendrán	
menores	 recursos	 por	 costes	 directos	 (por	 insuficiencia	 de	medios	 personales	 en	 su	
territorio),	 sino	 que	 frecuentemente	 recibirán	 también	 menos	 por	 inversión	 de	
reposición,	 al	 estimarse	 esta	 de	modo	 indirecto	 aplicando	 sobre	 el	 valor	 nacional	 el	
porcentaje	de	costes	directos	del	servicio	de	cada	Comunidad.	
2º)	En	segundo	lugar,	existía	un	enorme	problema	de	 información	asimétrica,	puesto	
que	 la	 carencia	 de	 datos	 precisos	 sobre	 los	 servicios	 traspasados	 (se	 utilizaban	 los	
datos	 del	 presupuesto	 administrativo,	 pensado	 con	 finalidades	 de	 control	 y	 no	 de	
medición	del	 coste	 de	 los	 programas	de	 gasto)	 y,	 sobre	 todo,	 que	 la	Administración	
Central	 disponía	 de	 toda	 la	 experiencia	 de	 gestión	 anterior	 y	 contaba	 con	 todos	 los	
datos	 y	 antecedentes	 del	 servicio	 a	 transferir,	 mientras	 que	 las	 CC.AA	 receptoras	
disponían	de	mucha	menor	información,	hacía	que	en	la	negociación	para	fijar	el	coste,	
una	de	las	partes	gozaba	de	ventajas	evidentes.		A	ello	hay	que	sumar	que,	tanto	en	los	




decidían	 sobre	 si	mismas	 y	 tenían	 claros	 incentivos	para	 “decidir	 sobre	 su	propia	no	
transferibilidad”,	lo	cual	sesgaba	a	la	baja	el	coste	efectivo.	
3º)	 En	 tercer	 lugar,	 existía	 un	 importante	 sesgo	 hacia	 la	 infrapresupuestación,	 por	
parte	de	 la	Administración	Central,	en	aquellos	Departamentos	y	servicios	que	en	un	








en	 el	 Sector	 Público	 centralizado	 anterior	 a	 la	 Constitución	 de	 1978,	 transmitió	 al	
sistema	de	 financiación	 todas	 las	diferencias	 territoriales	en	el	nivel	de	 recursos	que	
provenían	 de	 la	 situación	 señalada.	 La	 garantía	 que	 establecía	 la	 LOFCA	 en	 su	
Disposición	transitoria	primera,	para	el	momento		de	paso	del	modelo	provisional	de	
financiación	al	SFA	de	acuerdos	quinquenales	tenía	un	sentido,	que	era	no	revisar	a	la	
baja	 el	 coste	 efectivo	 de	 unas	 transferencias	 que	 acababan	 de	 ser	 valoradas	 en	 los	
años	inmediatamente	anteriores.		Pero	extender	dicha	garantía,	aún	en	el	caso	de	que	
la	 determinación	 del	 coste	 efectivo	 no	 hubiera	 adolecido	 de	 los	 defectos	
anteriormente	señalados,	no	tenía	sentido,	puesto	que	a	lo	largo	del	tiempo	la	distinta	
dinámica	 demográfica	 de	 las	 regiones	 y	 otros	 cambios	 sociales	 obligan	 a	 ajustar	 la	
financiación	en	función	del	lugar	de	residencia	de	los	usuarios	de	los	servicios	públicos	
descentralizados,	 aplicando	 un	 criterio	 pactado	 de	 medición	 de	 las	 necesidades	 de	
gasto.	
	






método	 del	 coste	 efectivo	 jugó	 un	 papel	 esencial,	 para	 determinar	 los	 recursos	








En	 las	 sucesivas	 renegociaciones	 del	 SFA,	 a	 partir	 del	 Acuerdo	 del	 CPFF	 de	 1986,	 se	




Central	 a	 los	 consejeros	 de	 Hacienda	 de	 las	 distintas	 CC.AA,	 en	 términos	 políticos	
existe	 un	 incentivo	 claro	 para	 tratar	 de	 conseguir	 el	 voto	 favorable	 de	 las	 distintas	
CC.AA.	 Ahí	 es	 donde	 aparece	 la	 gran	 virtud	 política	 de	 la	 cláusula	 del	 statu	 quo;	 si	
garantizamos	a	todos	los	representantes	autonómicos	que	no	perderán	financiación	en	
ningún	caso	y	que	el	resultado	final	sólo	puede	ser	una	ganancia,	mayor	o	menor,	del	
conjunto	 de	 nuevos	 recursos	 inyectados	 al	 sistema	 de	 financiación,	 es	 más	 fácil	
obtener	su	voto	favorable.	
Planteado	así	el	problema,	 la	clave	de	toda	negociación	del	SFA	pasa	por	resolver	un	
ejercicio	 de	 programación	 lineal	 en	 el	 que,	 bajo	 la	 restricción	 de	 que	 ninguna	 C.A	
pierda	financiación,		el	coste	de	nuevos	recursos	inyectados	al	sistema	sea	mínimo12	.	
De	 esto	 resulta	 una	 paradoja;	 para	 renegociar	 bajo	 estas	 restricciones	 un	 nuevo	
sistema	de	 financiación	en	un	Estado	descentralizado,	 la	 lógica	del	 sistema	pasa	por	
elegir	 un	 conjunto	 de	 variables	 que	 minimicen	 la	 desviación	 respecto	 al	 statu	 quo	























Es	 decir,	 la	 lógica	 de	 la	 financiación	 sanitaria	 distinguía	 entre	 el	 “coste	 efectivo	
sanitario”	(el	gasto	sanitario	territorial	en	el	momento	de	la	transferencia)	y	un	criterio	
normativo	 de	 equidad	 para	 el	 reparto	 de	 los	 recursos	 sanitarios,	 basado	 en	 la	
población	protegida	residente	en	la	Comunidad.	
El	 modelo	 anterior	 –que	 diferenciaba	 entre	 la	 sanidad	 y	 el	 resto	 de	 competencias-	
tenía	sentido	cuando	el	INSALUD	desarrollaba	la	doble	función	de	ser	el	financiador	de	
todo	 el	 gasto	 sanitario	 y	 el	 gestor	 de	 la	 sanidad	 en	 las	 CC.AA	 comunes	 que	 aún	 no	
habían	recibido	dicha	competencia,	que		eran	la	mayoría	(diez	CC.AA	no	asumieron	las	
competencias	 sanitarias	 hasta	 2002).	 Completados	 los	 traspasos	 sanitarios	 en	 2001,	
																																								 																				
13	 Sobre	 el	 gasto	 total	 se	 hacían	 algunos	 pequeños	 ajustes,	 como	 restar	 el	 Fondo	 de	 Investigaciones	
Sanitarias	y	el	gasto	de	los	Centros	Sanitarios	Nacionales	de	referencia	





sistema	 de	 financiación	 de	 competencias	 transferidas	 (sanitarias,	 comunes	 y	 de	













Cataluña	 11230,69	 4860,02	 43,27	
Galicia	 5172,26	 2100,25	 40,61	
Andalucia	 12918,37	 5401,16	 41,81	
Asturias	 1992,62	 901,62	 42,25	
Cantabria	 1114,47	 492,40	 44,18	
La	rioja	 555,48	 244,48	 44,01	
Murcia	 1897,04	 835,60	 44,05	
Valencia	 6778,43	 3045,96	 44,94	
Aragón	 2306,09	 986,29	 42,77	
Castilla-	La	Mancha	 3254,50	 1339,76	 41,17	
Canarias	 3195,46	 1274,10	 39,87	
Extremadura	 2172,56	 839,50	 38,64	
Baleares	 1322,38	 612,06	 46,28	
Madrid	 8675,74	 3788,04	 43,66	
Castilla	y	León	 4783,47	 1941,59	 40,59	





Si	 nos	 retrotraemos	 a	 2001	 y	 tenemos	 en	 cuenta	 que	 también	 las	 competencias	
educativas	 compartían	 la	 característica	 de	 que	 el	 número	 de	 usuarios	 (población	 en	
edad	 escolar)	 influyen	 decisivamente	 en	 el	 gasto	 total	 y	 que	 educación	 y	 sanidad	
suponen	 el	 75%	 del	 gasto	 autonómico	 total,	 vemos	 que	 existían	 argumentos	 para	
extender	 la	 lógica	 de	 la	 financiación	 sanitaria	 al	 sistema	 completo,	 estableciendo	un	
criterio	 normativo	 de	medición	 de	 las	 necesidades	 de	 gasto	 y	 un	 período	 de	 ajuste	
gradual.	
Sin	embargo,	la	solución	finalmente	adoptada	fue	la	de	extender	la	cláusula	del	statu	




De	 cara	 a	 la	 reforma	 del	 SFA,	 el	 Informe	 elaborado	 por	 la	 Comisión	 de	 Expertos	
designada	 para	 la	 revisión	 del	 modelo	 de	 financiación	 (Ministerio	 de	 Hacienda	 y	
Función	Pública,	2017)	propone	que	el	nuevo	modelo	de	financiación	esté	basado	en	
un	 criterio	 explícito	 de	 reparto	 de	 recursos	 entre	 las	 CC.AA	 de	 régimen	 común,	
aplicado	 sin	 excepciones,	 por	 lo	 cual	 aboga	 por	 la	 supresión	 de	 la	 cláusula	 de	 statu	
quo,	 si	 bien,	 en	 un	 ejercicio	 de	 realismo	 político	 y	 presupuestario,	 propone	 que	 las	
diferencias	 de	 financiación	 resultantes	 de	 la	 aplicación	 de	 la	 nueva	 fórmula	 de	
determinación	de	las	necesidades	de	gasto	y	la	anterior	se	reduzcan	de	forma	gradual,	
a	 lo	 largo	 del	 periodo	 de	 vigencia	 del	 nuevo	 SFA	 (Ministerio	 de	Hacienda	 y	 Función	
Pública,	2017;	pp.73-75).	
Esta	 postura	 mayoritaria	 no	 es	 compartida	 por	 los	 miembros	 de	 la	 Comisión	







“La	 cláusula	 de	 statu	 quo	 establecida	 a	 lo	 largo	 de	 los	 diferentes	 modelos	 de	
financiación	 ha	 ido	 incorporando	 información	 sobre	 los	 costes	 efectivos	 en	 la	
prestación	 de	 los	 Servicios	 Públicos	 Fundamentales	 a	 los	 que	 en	 su	 momento	 se	
efectuaron	 las	 transferencias15,	 información	 que	 no	 puede	 ser	 desdeñada	 por	 su	
impacto	en	la	financiación	de	algunas	comunidades	autónomas”	(MINHAFP,	2017,	pag	
98)	
“El	 coste	efectivo	 contó	en	 su	dia	 con	una	metodología	 común16	 y	 la	 evolución	de	 la	
financiación	 a	 lo	 largo	 de	 los	 años	 ha	 tenido	 unos	 parámetros	 muy	 parecidos	 que	
parecen	explicar	estas	desviaciones”	(MINHAFP,	2017,	pag	99).	




información	 esencial	 que	 incorpora	 el	 coste	 efectivo	 del	 momento	 de	 las	








Respecto	a	 la	 segunda	afirmación,	 el	 que	hubiera	una	metodología	 común	del	 coste	
efectivo,	aprobada	por	el	CPFF,	no	puede	hacernos	olvidar,	por	un	 lado,	 los	defectos	
de	la	propia	metodología	(p.	ej;	se	revisaba	el	coste	efectivo	para	reconocer	una	mayor	
antigüedad	 a	 los	 funcionarios	 transferidos,	 con	 lo	 cual	 las	 CC.AA	 con	 una	 plantilla	









con	 posterioridad	 se	 procedía	 en	 algunos	 casos	 a	 rectificar	 la	 cuantía	 inicial,	 para	
ciertas	 CC.AA	 (Ministerio	 de	 Economía	 y	 Hacienda,	 1987,	 pp	 4-5),	 sin	 que	 fueran	
transparentes	 los	 motivos	 de	 la	 revisión.	 Finalmente,	 que	 la	 evolución	 de	 la	
financiación	 ha	 seguido	 unos	 parámetros	muy	 parecidos,	 se	 debe	 precisamente	 a	 la	
aplicación	de	la	cláusula	del	statu	quo.	
Como	 conclusión,	 el	 voto	 particular	 propone	 mantener	 la	 cláusula	 de	 statu	 quo	 a	
futuro,	con	el	argumento	de	que	cumple	funciones	de	vital	importancia,	entre	otras	la	
de	 “Corregir,	 a	 través	 de	 los	 costes	 efectivos	 y	 otros	 aspectos	 tenidos	 en	 cuenta	 en	
anteriores	 cláusulas	 de	 statu	 quo,	 errores	 de	 especificación	 en	 el	 cálculo	 de	 las	
necesidades	 de	 gasto	 de	 las	 comunidades	 autónomas	 que	 influyen	 en	 los	 costes	 de	
prestación	de	los	servicios	públicos”17	(MIMHAFP,	2017,	pag	99).	
Hay	que	reiterar	que	la	metodología	del	coste	efectivo	aprobada	por	el	CPFF	y	aplicada	
para	 valorar	 los	 traspasos	 iniciales	 no	 legitima	 en	 absoluto	 el	 supuesto	 de	 que	 sirve	
para	corregir	errores	de	especificación	en	el	cálculo	de	las	necesidades	de	gasto,	que	
repercuten	en	los	costes	de	prestación	de	los	servicios	públicos.	Como	hemos	visto,	el	
análisis	 detallado	 de	 dicha	 metodología	 muestra	 que	 el	 coste	 efectivo	 no	 tiene	 en	
cuenta	 los	 usuarios	 de	 los	 servicios	 públicos	 o	 las	 características	 demográficas,	
superficiales	 u	 orográficas,	 ni	 estima	 los	 costes	 fijos	 y	 variables	 de	 prestación	 del	
servicios;	 se	 limita	 a	 identificar	 las	 unidades	 administrativas	 a	 traspasar	




las	 necesidades	 de	 gasto	 que	 el	medio	 para	 corregirlos.	 Si	 se	 identificaran	 variables	











afectadas,	 garantizando	 que	 en	 ningún	 caso	 habrá	 pérdidas	 de	 recursos	 en	 valor	
absoluto	 y	 absorbiendo	 las	 diferencias	 de	 financiación	 a	 lo	 largo	 del	 período	 de	
vigencia	del	nuevo	sistema.	
En	 definitiva,	 se	 trata	 de	 aplicar	 un	 sistema	 semejante	 al	 que	 se	 aplicó	 en	 la	
financiación	de	la	sanidad	transferida	a	las	CC.AA,	donde	se	pasaba	gradualmente	del	
porcentaje	 del	 Presupuesto	 sanitario	 que	 se	 disfrutaba	 en	 el	 momento	 de	 la	
transferencia	 de	 la	 sanidad	 (equivalente	 al	 coste	 efectivo	 inicial)	 al	 porcentaje	 de	







El	 método	 del	 coste	 efectivo	 fue	 un	 punto	 de	 partida,	 para	 proceder	 a	 la	
descentralización	de	los	servicios	públicos	y	tener	una	base	operativa	para	determinar	






nutrido	 aparato	 en	 las	 delegaciones	 provinciales,	 gozaba	 de	 una	 buena	 base	 de	





En	una	primera	etapa,	 la	 LOFCA	estableció	 la	garantía	del	 coste	efectivo,	para	evitar	
discontinuidades	presupuestarias	y	en	el	nivel	de	prestación	de	 los	servicios	públicos	
existente	en	el	momento	del	 traspaso,	pero	dicha	garantía	estaba	concebida	para	el	
final	 del	 llamado	 “periodo	 provisional”,	 que	 finalizó	 en	 1986.	 Su	 mantenimiento	
posterior	 y	 su	 extensión	 al	 sistema	 de	 financiación	 sanitaria	 han	 hecho	 que	 todo	 el	
sistema	de	financiación	se	haya	visto	afectado	por	la	cláusula	del	statu	quo.	
Dado	 que	 no	 parece	 razonable	 que	 las	 carencias	 de	 datos	 y	 los	 condicionantes	 del	
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